PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados 

de la Provincia de Buenos Aires

D E C L A R A

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de la Dirección General de Cultura y Educación, estudie la posibilidad de modificar la redacción de la Disposición 25 del año 2006 de la Dirección de Consejos Escolares, posibilitando que la certificación de las aptitudes laborales de los aspirantes con discapacidades a cubrir cargos de porteros o ayudantes de cocina se realice en cada distrito escolar, a través de servicios sanitarios públicos o del servicio de medicina laboral de los mismos, para permitir una mayor coordinación y agilización de la operatoria ordenada por dicha disposición. 
F U N D A M E N T O S
La presente iniciativa responde a la necesidad de acompañar e intentar dar algún tipo de respuesta a la inquietud generada entre los aspirantes a cubrir cargos como porteros y/o ayudantes de cocina que padecen algún tipo de discapacidad, en virtud de la vigencia de la Disposición 25 del año 2006 dictada por la Dirección de Consejos Escolares de la Dirección General de Cultura y Educación que regula la modalidad operativa del listado de personas con discapacidad que se postulan para cubrir suplencias en cargos de porteros o peones de cocina. 
Dicha Disposición extiende - para las personas con discapacidades - el plazo de inscripción para el listado de aspirantes a cubrir cargos como porteros o como peones de cocina, y ordena a los Consejos Escolares cubrir uno de cada 25 de dichos cargos con personas con discapacidad, posibilitando el cumplimiento de la manda legal del Artículo 8º de la Ley 10592 (Régimen Jurídico Básico e Integral para Personas Discapacitadas). 
Sin embargo, pese al indudable ánimo inclusivo e integrador de la Dirección de Consejos Escolares, dicha Disposición termina actuando como un boomerang que se vuelve en contra de las propias personas con discapacidad ya que establece un mecanismo de tránsito casi imposible: Inicialmente una persona discapacitada debe esperar que se produzca la vacante; una vez producida ésta, si le correspondiere por listado, debe solicitar la revisión médica del Servicio de Colocación Laboral Selectiva del Ministerio de Trabajo que califique su aptitud física para realizar las tareas propias del cargo a ocupar, lo cual puede demorarle varios meses ya que el SECLAS se encuentra rebasado en su capacidad de operación, impidiéndole en tanto al agente tomar el cargo que le corresponde. Posteriormente, el agente debe pasar por una nueva revisación médica, esta vez de la Dirección de Reconocimientos Médicos provincial, tras la cual estará, finalmente, habilitado para acceder al cargo a cubrir. Mientras tanto, una persona convencional que pretenda cubrir un puesto similar, sólo debe alcanzar un Certificado de aptitud extendido por un profesional del sistema de Salud Pública.
Como se ve, la operatoria es incongruente y predispone mal a todas las partes intervinientes, ya que una vez producida la vacante, cuando le podría corresponder a una persona con discapacidad, el cargo continúa largo tiempo sin ser cubierto. Por otra parte, las personas con discapacidades no pueden ir cumplimentando las requeridas revisiones médicas hasta tanto no cuente con la asignación de un cargo por corresponderle de acuerdo al Listado de aspirantes
.
Por todo ello, y habiendo recibido numerosas consultas y reclamos por la modalidad operativa impuesta por la Disposición cuestionada, resultaría oportuno que las autoridades educativas revieran la redacción de dicha norma posibilitando que los servicios sanitarios públicos certifiquen la aptitud o no de los agentes.
Por los motivos expuestos, solicito a los señores legisladores tengan la amabilidad de acompañar la presente iniciativa con su voto favorable.


